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Acta N° 283 de junio 17 de 2016
Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Aurelio López Valencia contra el Juzgado Primero Civil del Circuito de esta ciudad, a la que fueron vinculados Orlando López Valencia y Sebastián López Arango.
ANTECEDENTES

Aurelio López Valencia, quien actúa en su propio nombre, presentó acción de tutela contra el Juzgado Primero Civil del Circuito de esta ciudad, en la que solicita el amparo de los derechos fundamentales “al: Debido Proceso, el Derecho de Acceso a la Administración de Justicia y Derecho a la Igualdad”, vulnerados, afirma, por el citado despacho judicial.
Narró, en síntesis, que fue demandado por Orlando López Valencia, para liquidar la sociedad de hecho “Bujes Pereira”, en cumplimiento de sentencia que declaró su existencia y liquidación; la misma fue admitida por el despacho judicial demandado, relativa a dicha empresa, hoy denominada “LOPEZ CASTAÑO BUJES DE PEREIRA S.A.S.” sin que obrara poder del apoderado del demandante para demandar a esta sociedad, pues, en el respectivo memorial solo se expresa como “BUJES PEREIRA”, lo que hizo, pese a esta inconsistencia, con auto del 5 de febrero de 2013, auto que también fue firmado por el secretario del juzgado, este a su vez cuñado del demandante, sin que se hubiera declarado impedido para actuar como tal en el proceso. Agregó que misteriosamente, con el fin de que el demandante no constituyera caución para el decreto de medidas cautelares, con auto del 10 de marzo de 2014, que resolvió un recurso de reposición, se modificó la denominación del proceso de liquidación y lo asimiló a un proceso concordatario; por auto del 17 de octubre de 2013, se abrió a pruebas sin decretar la solicitadas por el demandado, negando el derecho a la igualdad; no estableció un término para la práctica de las mismas  y ha pasado un año desde que solicitó del perito designado en el asunto una aclaración; a principios del mes de mayo de 2015, arrimó personalmente al proceso un contrato de desistimiento de la demanda firmado entre las partes, sin que se hubiera pronunciado oportunamente y cuando lo hizo, se resolvió con opiniones personales; que dentro de la actuación se ha incurrido en varios defectos relevantes con decisiones ilegítimas, inobservando el debido proceso, sin justificación legal, algunos autos con falta de argumentación y vías de hecho que afectan sus derechos fundamentales.
Pidió, en consecuencia, de manera expresa y concreta que se ordene la suspensión inmediata de la acción perturbadora respecto de los derechos anunciados y ordenar a la Juez Primera Civil del Circuito, declare la nulidad del proceso y la ilegalidad de las pruebas obtenidas.

Luego de que negado el impedimento declarado, se le dio el impulso de rigor con la vinculación de Orlando López Valencia y Sebastián López Arango. El accionante arrimó copia del expediente de que da cuenta la presente acción de tutela. Orlando López Valencia y Sebastián López Arango, por conducto de apoderado judicial, se pronunciaron sobre los hechos del libelo, de donde se destacan las manifestaciones de que sí se confirió el poder para iniciar la demanda; que dentro del proceso siempre se ha respetado el debido proceso y los lineamientos formales; que el perito solo ha cumplido con los mandatos de ley; que no ha existido desistimiento, porque el demandado nunca dio cumplimiento a lo acordado; que el presentado ante el juzgado corresponde a una copia que no cumple con los requisitos de ley, y la decisión que ente sentido perfiló el despacho no corresponde a ninguna opinión personal; se opusieron a la prosperidad de las pretensiones y pidieron que se condenara en costas actor y se le impusieran sanciones y multas por la posible actuación temeraria.
CONSIDERACIONES

Por sabido se tiene que la acción de tutela es un mecanismo breve y sumario que le permite a toda persona acudir al auxilio de un juez para que le proteja sus derechos fundamentales, si ellos se ven vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad y, en ciertos eventos, de un particular. 

En el caso presente, Aurelio López Valencia, en su propio nombre, dirigió su reclamo contra el Juzgado Primero Civil del Circuito de esta ciudad, porque considera que este lesionó sus derechos fundamentales al debido proceso, al acceso a la administración de justicia e igualdad, frente a decisiones que se han adoptado dentro del proceso de liquidación de sociedad de hecho que, en su contra, inició Orlando López Valencia y, de manera puntual, solicita que se declare la nulidad de esa actuación.
Frente a ello, se recuerda que reiteradamente se ha dicho que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia T-022 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.     
No todos los requisitos generales mencionados se cumplen en este caso. Concretamente, el de inmediatez, sobre el que reiteradamente se ha pronunciado la misma Corte
 y también, en sede constitucional, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia
; en torno a él se ha sostenido que tal presupuesto tiene que darse, pues si bien no existe un término de caducidad o prescripción específico para promover la acción de tutela, sí debe proponerse en un tiempo razonable, por cuanto de lo que se trata es de la protección inmediata de un derecho fundamental, por la agresión o amenaza actual e inminente, lapso que se ha generalizado en seis meses, sin que pueda desconocerse que en casos especiales, pueda superar ese tope, en particular cuando se trata de sujetos de especial protección, que no es el caso del ahora accionante. 

De manera que cuando en el escrito se pone en entredicho el auto admisorio de la demanda, que data del año 2013, ya por falta de poder, ora por un aparente impedimento del secretario del despacho; o los del 10 de marzo de 2014, el del 17 de octubre de 2013, el del 24 de febrero de 2014, el del 2 de junio de 2015, es claro que respecto de ellos se ha superado con creces el tiempo señalado, amén de que fueron discutidos por la parte demandada mediante los recursos que estimó pertinentes. 
Consecuencialmente, en lo que atañe a estas providencias y las insinuadas irregularidades que puedan contener, el amparo tiene que declararse improcedente. 

Ahora bien, se añade a ese listado el auto del 17 de febrero de 2016, específicamente, en cuanto negó un desistimiento. Respecto de este proveído sí se satisface aquel requisito; sin embargo, la asesora judicial del demandado equivocó la senda para impugnarlo, porque interpuso el recurso de apelación, que en los términos del nuevo Código General del Proceso es improcedente, lo que motivó su inadmisión en esta sede
. En esa medida, como omitió proponer la reposición del auto, que sí era viable, se desconoció también la subsidiariedad que es propia de esta acción, pues solo tiene cabida en la medida en que no se disponga de otro mecanismo de defensa judicial, que aquí existía, pero no fue utilizado cabalmente (No. 1°, art. 6, Decreto 2591 de 1991). 

No empece lo anterior para que se diga que como lo que se invoca en este caso es la nulidad del trámite, es dentro del mismo, invocando las causales taxativas que señala el estatuto procesal que podría lograrse ese cometido, que ya ha intentado la parte demanda, con resultados infructuosos, a pesar de los cuales, se insiste en ello, dejó transcurrir el tiempo sin promover la acción constitucional con la que ahora pretende derruir lo actuado, sin tener en cuenta aquellas dos características, la inmediatez y la subsidiariedad, cuya ausencia conducirá a que se declare improcedente el amparo. 
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Aurelio López Valencia contra el Juzgado Primero Civil del Circuito de esta ciudad, a la que fueron vinculados Orlando López Valencia y Sebastián López Arango.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Archívese el expediente sin más trámite, en caso de no presentarse impugnación y fuere allegado sin revisión por parte de la alta Corporación. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 

          DUBERNEY GRISALES HERRERA                           
   



  


 Con permiso especial de estudio
� Sentencia C-543-92


� Así se dijo, por ejemplo, en las Sentencias T-959T, T-1029, y T-1048 de 2008, T-287 de 2015, para citar solo algunas. 


� Sentencia de agosto 25 de 2014, radicación 11001-02-03-000-2014-01789-00, M.P. Margarita Cabello Blanco


� Auto del 18 de abril de 2016, radicado 66001-31-03-001-2013-00027-02, M.P. Jaime Alberto Saraza Naranjo.
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